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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA   ADMINISTRATIVA



	SEGUNDA SALA UNITARIA


	EXPEDIENTE. 1333/2025/2


	SENTENCIA DEFINITIVA



	PARTE ACTORA: **********


	AUTORIDADES DEMANDADAS: i) SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL ESTADO; ii) COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO; iii) DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO.


	MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.

SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES.

COLABORÓ: LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.



San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veinticuatro de agosto de dos mil veintiséis.
V I S T O S.- Para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 1333/2025-2; y,
R E S U L T A N D O:
I. Demanda. Por escrito ingresado a éste Tribunal el veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco, compareció el **********, por su propio derecho, en la Vía Contenciosa Administrativa a promover Juicio de Nulidad en contra de la i) Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado; ii) la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; y iii) la Dirección General de Seguridad Pública del Estado; por la nulidad de:
“La Resolución donde se decreta la remoción o destitución como Policía Tercero con número de Plaza ********** de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, dictada el **********.” 
II. Tramitación del Juicio. Por acuerdo de fecha trece de enero de dos mil veintiséis se admitió la demanda; constancia de emplazamiento a las autoridades demandadas; enseguida por proveído de ocho de abril de este año se tuvo por contestada la demanda a las autoridades demandadas, se admitieron pruebas a las partes; por auto de primero de julio de dos mil veintiséis se admitió el informe rendido por el Instituto Mexicano del Seguro Social, Delegación San Luis Potosí y se desecharon las pruebas ahí señaladas; por último, por acuerdo de siete de julio de este año  se fijaron las once horas del dieciocho de agosto de dos mil veintiséis  para celebrar la audiencia final de este juicio.  
III. Audiencia Final. En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia de Ley, sin la asistencia de las partes; en la primer etapa de esta audiencia se dio cuenta con las constancias que integran el expediente; enseguida, en periodo de pruebas se desahogaron las documentales que fueron admitidas en juicio; en el mismo acto; se certificó que únicamente la autoridad demandada formuló alegatos; y se dio por concluida la audiencia ordenando citar para resolver el presente asunto.    

CONSIDERANDO:
PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción I y XVII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el **********, y las Autoridades Estatales, que se produce en virtud de una relación administrativa del Actor con las demandadas, como integrante de un cuerpo de seguridad pública –policía tercero-, conflicto para el cual los invocados numerales confieren jurisdicción; y además de acuerdo con lo dispuesto en el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro digital 200587, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que cita: 
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO. Legitimación de la Partes. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En lo que respecta a la parte actora, la personalidad del ********** no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 
 y es el caso que el acto impugnado se encuentra dirigido a nombre del inconforme, por lo que es innegable que cuenta con el derecho para controvertirla.
Tocante a las autoridades demandadas, comparecieron a dar contestación el **********, en su carácter de Comandante de la Guardia Civil Estatal y por Ministerio de ley Presidente de la Comisión de Honor y Justicia; y **********, en su carácter de Titular de la Dirección Jurídica y Derechos Humanos de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana; quienes acreditaron su personalidad en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 al exhibir copia certificada de su nombramiento, visibles a foja 209 y 240 del sumario. 

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I, 74, 75 y 90 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO. Existencia del Acto impugnado. La existencia del acto controvertido en el presente juicio, se desprende de la documental consistente en la Resolución de fecha **********, emitida por las autoridades demandadas dentro del Procedimiento Administrativo Sancionador bajo el Expediente **********, visible a fojas 179 a 187 vuelta del sumario, agregada al presente expediente, documental pública a la que se otorga valor probatorio pleno, atendiendo a lo establecido en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO. Oportunidad de la Demanda. La demanda de nulidad se presentó dentro del plazo de treinta días a que se refiere el artículo 24 fracción I inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; el cual dispone que: “el plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos”, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución que se combata, y en el presente asunto, la actora en su demanda refiere que el acto impugnado le fue notificado el quince de octubre de dos mil veinticinco, lo que además se desprende de la constancia de notificación que obra agregada a foja 188 del sumario; entonces el plazo de treinta días hábiles para presentar la demanda, le comenzó a correr a la parte actora a partir del día diecisiete de octubre y le feneció el veintiocho de noviembre de dos mil veinticinco, ello descontando los días inhábiles y suspensión de labores,acorde con lo establecido en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado; 
 por tanto es claro que si la parte actora ingreso su escrito inicial en este Tribunal el veintisiete de noviembre de dos mil veinticinco, es claro que presento su demanda dentro del término de treinta días hábiles señalados en el numeral 24 en estudio, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
QUINTO. Improcedencia y Sobreseimiento. Previo a entrar al estudio de fondo en el presente asunto, es necesario establecer si en el Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio.

En este sentido, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la demandante.  
SEXTO. Conceptos de Impugnación. En este orden, los conceptos de impugnación que plantea la parte actora se localizan a fojas 6 a la 8 –escrito inicial de demanda-, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran; lo que encuentra sustento en el criterio emitido en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO. Estudio de Fondo. Una vez analizados los argumentos de las partes; la suscrita Magistrada de la Segunda sala Unitaria, considera que los argumentos vertidos por la actora en sus conceptos de impugnación son infundados e inoperantes para declarar la nulidad del acto impugnado; ello es así, por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación.
En primer término, la parte actora alega que las autoridades demandas al emitir el acto impugnado -Resolución de fecha **********- vulneraron sus derechos de legalidad, seguridad jurídica, audiencia y debido proceso, porque, a su consideración, las autoridades no realizaron una valoración integral de los medios de prueba ofrecidos por el ********** dentro del Procedimiento Administrativo Sancionador bajo el Expediente **********, particularmente del Certificado de Incapacidad Temporal para el Trabajo con número de Serie y Folio **********, de fecha **********, el cual le atribuye su expedición al Instituto Mexicano del Seguro Social y a la supuesta doctora de nombre **********.
Asimismo, el hoy actor argumenta que dentro del multicitado Procedimiento Administrativo Sancionador, debió reconocerse dicho certificado como documento público y otorgársele valor probatorio pleno, ya que no fue objetado ni desvirtuado por las autoridades; que éstas actuaron de manera parcial al otorgarle valor absoluto a las pruebas ofrecidas por la autoridad sancionadora; y que el acto impugnado -Resolución de fecha **********- no se encuentra fundado y motivado, al no expresar las razones jurídicas suficientes para desestimar el referido certificado ni para tener por acreditada la conducta que se le atribuyó al hoy actor.
Ahora bien, para una mayor compresión de lo que aquí se resuelve, se analizará en orden con lo actuado dentro del Procedimiento Administrativo Sancionador bajo el Expediente **********.
Siguiendo este orden de ideas, la Comisión de Honor y Justicia –autoridad sustanciadora y sancionadora- radicó el procedimiento; hizo del conocimiento del ********** la imputación formulada y los elementos en que ésta se sustentaba; ordenó su emplazamiento; señaló fecha para la audiencia inicial correspondiente y le hizo saber su derecho a comparecer asistido por defensor, formular manifestaciones y ofrecer las pruebas que estimara pertinentes.
Posteriormente, y atendiendo a los autos que guarden el expediente **********, se advierte que el ********** se celebró la audiencia inicial correspondiente, visible a fojas 219 y 220 del sumario, a la cual compareció el ********** -hoy actor- asistido por su abogado, a quien se le dio lectura de la imputación, quien posteriormente ejerció su defensa, hizo valer las manifestaciones que estimó pertinentes y sostuvo su escrito de contestación presentado, cumpliéndose así con el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado. 

Por tanto, no se advierte que se haya transgredido el debido proceso del accionante; por el contrario, las constancias demuestran que tuvo intervención efectiva dentro del procedimiento. Así mismo, contrario a lo que la parte actora afirma en su escrito inicial de demanda, durante la sustanciación del procedimiento administrativo sancionador la Comisión de Honor y Justicia no ignoró los elementos probatorios relacionados con el certificado de incapacidad. 

Por un lado, debe precisarse que, dentro del multicitado Procedimiento Administrativo Sancionador **********, el ********** no ofreció el Certificado de Incapacidad Temporal para el Trabajo con número de Serie y Folio ********** como una prueba documental autónoma. Lo anterior, toda vez que la única prueba documental que ofreció para demostrar sus afirmaciones consistió en una documental pública vía informe a cargo del Instituto Mexicano del Seguro Social. Además, de ofrecer la instrumental de actuaciones y la presuncional.
Lo anterior, se acredita atendiendo a la propia contestación presentada por el **********, visible a fojas 212 a la 218 del sumario, y para una mayor referencia se adjunta el capítulo de pruebas:

(IMAGEN)
Por lo anterior, se tiene que ********** ofreció el informe con cargo al Titular del Área de Auditoria Quejas y Responsabilidades en el Instituto Mexicano del Seguro Social, para que informara si la C. ********** laboraba o había laborado para el Instituto, desde el año 2019, y, en su caso, que se le requiriera para ratificar la expedición, contenido y firma del certificado.
Aunado a lo anterior, la autoridad sustanciadora admitió dicha prueba, y realizó las diligencias necesarias para su desahogo, difiriendo la conclusión del procedimiento hasta contar con la información solicitada. Como resultado, mediante oficio ********** de fecha **********, visible a foja 224 del sumario, el Instituto Mexicano del Seguro Social informó, que no existía trabajadora de nombre “**********” que laborara o hubiera laborado en el Órgano de Operación Administrativa Desconcentrada San Luis Potosí. 
Para mayor referencia, se adjunta el oficio **********, por el cual el Instituto Mexicano del Seguro Social emite su informe:

(IMAGEN)
Posteriormente, y recibido dicho informe, la autoridad sustanciadora lo incorporó al procedimiento, dio vista a las partes y determinó que no ha lugar la ratificación ofrecida por el **********, en razón del informe en comento.
Así mismo, dentro del expediente ********** obran diversos informes emitidos por el propio Instituto Mexicano del Seguro Social; uno de ellos fecha **********, visible a foja 222 del sumario, en cual se hizo constar expresamente que el certificado de incapacidad con folio ********** no había sido expedido por el Instituto Mexicano del Seguro Social a nombre del hoy actor; y en el diverso oficio de fecha **********, visible a foja 223 del sumario, en el cual informó, que el ********** no contaba con expedición de incapacidades durante los meses de octubre y noviembre del año dos mil diecinueve; 
Por otro lado, de la lectura del acto impugnado -Resolución de **********- se advierte, además, que la Comisión de Honor y Justicia sí llevó a cabo una debida valoración de las pruebas y de los elementos de convicción que integraban el expediente, específicamente en el Considerando Octavo que en su parte conducente establece: (visible a fojas 232 a 235)
“... CONSIDERANDO
....

OCTAVO. Toda vez que se desahogaron y valoraron las pruebas ofrecidas por las partes aunado a las excepciones y defensas ofrecidas por el elemento sujeto a procedimientos, esta Comisión de Honor y Justicia, determina que **********, incurrió en el supuesto contenido en el artículo 56 fracción XXXII de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, el cual señala: “Abstenerse de realizar conductas que desacrediten su persona, o la imagen de las instituciones, dentro o fuera del servicio", conforme a las siguientes consideraciones:

1.- En primer término, para efectos del fallo final este órgano instructor, entra al estudio de la incapacidad médica temporal con número de serie y folio ********** de fecha **********, haciendo alusión a la prueba documental pública ofertada por la Unidad de Asuntos Internos, consistente en el oficio número **********, signado por el Titular de la Jefatura de Servicios Médicos Jurídicos del Instituto Mexicano del Seguro Social, la cual textualmente señala: la incapacidad del día ********** a nombre de **********, no fue expedida por el Instituto Mexicano del Seguro Social. Generando convicción plena a esta Comisión de Honor y Justicia, para calificar como falso citado documento, al no ser validado por citada institución de salud como documento de su autoría, cabe hacer mención que el Instituto Mexicano del Seguro Social es el único ente oficial para la expedición de incapacidades médicas temporales a los elementos activos en la Dirección General de Seguridad Pública del Estado hoy Guardia Civil Estatal. 

Se sustenta aún más, la consideración de falsedad de la incapacidad medica temporal con número de serie y folio ********** presentada por ********** en su área de adscripción División de Reacción de la Fuerza Metropolitana Estatal, con la diversa documental pública consistente en oficio número **********, signado por el Jefe de Servicios de Medicina Familiar el **********, ya que en este documento informa que, **********, no contó con expedición de incapacidades en los meses de octubre y noviembre del año 2019, y siendo que, la fecha de expedición de la incapacidad médica es del 31 de octubre de 2019, por deducción lógica es de subrayarse la falsedad de esa incapacidad médica.

Obra en autos oficio número ********** signado por el ********** Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos del I.M.S.S., derivado de la documental pública en vía de informe ofertado por **********, en dicho oficio se informa que no existe trabajadora de nombre ********** que labore o haya laborado en este Órgano de Operación Administrativa desconcentrada Estatal San Luis Potosí, confirmándose nuevamente la falsedad de la incapacidad médica temporal de folio **********, ya que está firmada por la Doctora **********, es decir por una persona de quien no se tiene registro como personal médico adscrito al Instituto Mexicano del Seguro Social, por ende carente de facultades para la expedición de incapacidades médicas oficiales.

2.- Por otra parte, y conforme a los autos que integra el presente expediente se tiene por acreditada la conducta emanada por **********, consistente en hacer uso de una incapacidad falsa, es decir, posterior a que ********** se hizo poseedor de un documento a través de medios no idóneos y no reconocidos por esta Institución Policial, la incapacidad falsa la presentó de manera directa el día 01 de noviembre de 2019, con el entonces responsable de su área de adscripción el Policía **********, tal y como se constata con la documental pública consistente en original de Acta de Entrevista ante la Unidad de Asuntos Internos del elemento sujeto a procedimiento, en la cual refiere: "... El día 31 de octubre del 2019, [...], y ahí me recibió una doctora de nombre **********, me dio la indicación que me iba extender una incapacidad por cinco días, [...], la entregue al día siguiente es decir el 01 de noviembre de 2019 al ********** quien fungía como responsable del Turno del Grupo de Reacción...".

2.1.- Inherente a la presentación en su área de adscripción de la incapacidad temporal número de folio **********, cuya falsedad se acredito debidamente, **********, obtuvo indebidamente un beneficio, consistente en una justificación, de no presentarse a prestar sus servicios inherentes a su funciones policiales, los días 2, 3 y 4 de noviembre del año 2019, beneficio que se acredita, con las documentales públicas consistentes en la órdenes del día con los números de oficios **********, **********, **********, **********, de la División de Reacción de la Fuerza Metropolitana, en las cuales contemplan a Orlando Rojo Moreno en status de incapacidad médica.

2.1.2.- Esta Comisión de Honor y Justicia, infiere que **********, tenia, conocimiento de la falsedad de la incapacidad temporal que presento en su área de adscripción, lo anterior se desprende en forma circunstancial del informe rendido por el Jefe Servicios de Medicina Familiar, mediante oficio **********, donde señala que **********, no contó con incapacidades en octubre y noviembre del año 2019, en relación con el oficio número **********, donde el Titular de la Jefatura de Servicios Médicos Jurídicos del Instituto Mexicano del Seguro Social y concatenadas al oficio número **********, signado por el **********Titular de la Jefatura de Servicios Jurídico del I.M.S.S., derivado de la documental publica en vía de informe ofertado a **********, en dicho oficio informa que no existe trabajadora de nombre **********, que labore o haya laborado en este Órgano de Operación Administrativa desconcentrada Estatal de San Luis Potosí, que dan sustento a señalar, que multicitada persona se hizo llegar, a través de medios no idóneos, de un documento para justificar inasistencias al servicio por cuestiones de salud es decir la incapacidad médica no se tramitó por conducto del Instituto Mexicano del Seguro Social a través de sus médicos adscritos, por ende ese documento está revestido de irregularidad en su origen, al no emanar de la institución de salud oficial como lo es el Instituto Mexicano del Seguro Social, de lo contrario existiría algún registro ya sea por el filtro de folio de incapacidad medica y/o por el filtro de nombre del médico tratante en las bases de datos de esa Institución de Salud Federal. Cabe hacer mención que, es de conocimiento general del personal policiaco que labora en la Guarden u Civil Estatal, u otra Dirección de Seguridad Pública del Estado, que las incapacidades médicas, para que tengan validez, deben ser emitidas por multicitado Instituto. Por ende, si a sabiendas que multicitado documento no fue tramitado, gestionado y/o extendido ante y por la dependencia gubernamental de salud correcta por lógica se tiene conocimiento por default que ese documento es falso.

...

3.- En ese orden de ideas, esta Comisión de Honor y Justicia considera que, ********** observo una conducta ajena a un recto proceder, esto es así ya que, posterior a que se hizo legar de un documento fuera de los conductos ordinarios, es decir sin la intervención del Instituto Mexicano del Seguro Social por medio de Doctor adscrito a este, desde ese momento estamos en presencia de una conducta o un proceder falto de honradez, hecho anterior que se agrava ya que esa incapacidad irregular, de motu proprio la presento en su área de adscripción, lo anterior acreditado mediante documental pública consistente en original de Acta de Entrevista ante la Unidad de Asuntos Internos de **********, no habiendo otro fin que, el de obtener una justificación a las inasistencias a su servicio los días 2, 3 y 4 de noviembre del año 2019, aludiendo cuestiones de salud, justificación producto de una irregularidad que quedó asentado en las documentales públicas consistentes en la Ordenes del Día con los números de oficios **********, **********, **********, **********, de la División de Reacción de la Fuerza Metropolitana, al contemplarlo en el apartado de Incidencias como incapacitado. Colocándose ********** por actos propios, en un descredito de su persona.

3.1.- Con el actuar inapropiado de Orlando Rojo Moreno, es manifiesto e indudable que faltó al principio de honradez u probidad, principio el cual es definido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el siguiente criterio:

Registro digital: 243049

Instancia: Cuarta Sala
Época: Séptima

Materia(s): Laboral

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.
Volumen 133-138, Quinta Parte, página 111

Tipo: Jurisprudencia

PROBIDAD U HONRADEZ, FALTA DE. CONCEPTO.

Por falta de probidad u honradez se entiende el no proceder rectamente en las funciones encomendadas, con mengua de rectitud de ánimo, o sea, apartarse de las obligaciones que se tienen a cargo procediendo en contra de las mismas, dejando de hacer lo que se tiene encomendado, o haciéndolo en contra; debe estimarse que no es necesario para que se integre la falta de probidad u honradez que exista un daño patrimonial o un lucro indebido, sino sólo que se observe una conducta ajena a un recto proceder.
...

En base a los criterios anteriores, es dable señalar la falta de honradez y probidad en que **********, al presentar con conocimiento de causa, una incapacidad falsa en su área de adscripción, de lo cual origino de manera inmediata que se le contemplara como incapacitado los días 2, 3 y 4 de noviembre de 2019, conducta fuera de todo ordenamiento legal y/o moral y/o disciplinario, acontecido de fecha 31 de octubre de 2019, para la Dirección General de Seguridad Pública del Estado, de la cual es elemento activo conforme la documental pública consistente a copia certificada de movimiento de personal número de follo **********.

En base a lo expuesto en el presente considerando y toda vez que la Unidad de Asuntos Internos con los medios probatorios ofrecidos, logra acreditar los hechos imputados, así como la responsabilidad en su comisión de **********, de lo cual, y a manera inherente tiene consigo actos faltos de probidad u honradez, es procedente la sanción que señala el artículo 101 del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública el Estado por la causal descrita en su fracción XXII.

Articulo 101.-"La remoción o destitución del cargo, es la terminación de la relación administrativa entre la Secretaría y Dirección con el infractor, sin responsabilidad para aquéllas, por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de conformidad con las disposiciones relativas al régimen disciplinario y que la Comisión de Honor y Justicia es la facultada para aplicar la remoción o destitución del cargo por infracción que ameriten los elementos policiacos, siendo una de las causas la siguiente.

Fracción XXII, incurrir en faltas de probidad y honradez.

De los preceptos legales que anteceden, esta H. Comisión de Honor y Justicia, considera procedente como sanción, la REMOCIÓN O DESTITUCIÓN DEL CARGO, del Policía ORLANDO ROJO MORENO, toda vez que la Unidad de Asuntes Internos, logró sustentar la imputación señalada en contra de **********, a través de medios probatorios idóneos y reconocidos por las Legislaciones aplicables.”
Aunado a lo anterior, se advierte que la autoridad sancionadora sí valoró debidamente las pruebas ofrecidas por el **********, además de que no se limitó a afirmar dogmáticamente que el certificado era apócrifo, sino que lo examinó con los informes rendidos por el Instituto Mexicano del Seguro Social. Así mismo, valoró igualmente las constancias relativas a la situación laboral del actor, los registros de servicio y la propia entrevista rendida por éste durante la investigación, en la cual manifestó las circunstancias bajo las cuales el ********** dijo haber recibido el certificado, y haberlo entregado a su corporación para justificar su ausencia del servicio.
A mayor abundamiento, y del análisis del cuerpo del acto impugnado, se advierte que la autoridad demandada sí identificó los hechos materia del procedimiento, precisó los ordenamientos jurídicos aplicables, individualizó los distintos elementos de prueba, determinó su alcance y, finalmente, explicó el enlace lógico entre los hechos que tuvo por demostrados y la hipótesis normativa cuya infracción atribuyó al ********** en su carácter de elemento policial.

Ahora bien, el actor sostiene que el certificado debió adquirir, por su sola apariencia, valor probatorio pleno como documento público. Empero para que un documento público tenga eficacia probatoria, necesariamente, tiene que estar emitido debidamente por la autoridad o servidor público al que se atribuye su expedición. 

Así mismo, resulta infundado el argumento del actor consistente en que el certificado hubiera quedado incólume por falta de objeción o por ausencia de prueba en contrario. Por el contrario, el propio certificado de incapacidad con folio ********** constituye un documento cuya procedencia institucional fue expresamente desvirtuada por el propio organismo que aparecía como emisor, es decir por el Instituto Mexicano del Seguro Social, de ahí, que el argumento relativo a su pretendido valor probatorio pleno resulte infundado.

Por último, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice:
“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

...

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 

…”

Asimismo, los artículos 164, fracción V, 165, fracción II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo, tal y como se establece en los ordenamientos citados:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

…

V. Estar fundado y motivado;

…
ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

…

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;
…

ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus actos administrativos, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su emisión.
Es por ello, que al señalar el artículo 16 constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 
Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos.
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica.
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2°. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL EXTO CIRCUITO.”

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: 'por razones de interés público', ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado." 

“Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.”
En este sentido, y del análisis del propio acto impugnado, se advierte que la autoridad sancionadora expuso las circunstancias especiales, razones particulares que tuvo en consideración para tener por acreditados dichos extremos. Así mismo, precisó la normativa que regula tanto sus atribuciones; el procedimiento disciplinario; así como la infracción que se le atribuyó al hoy actor, particularmente la prevista en el artículo 56 fracción XXXII, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, relativa al deber de abstenerse de realizar conductas que desacrediten a la persona del integrante o a la imagen institucional; además, precisó la normativa contiene la sanción impuesta al hoy actor, misma que se encuentra prevista en el artículo 101 fracción XXII del Reglamento Interior de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Por tanto, es de precisar que sí existe una relación lógica entre los hechos demostrados, los elementos de prueba valorados y las disposiciones jurídicas que sirvieron de fundamento a la determinación final –acto impugnado-. 
Es menester señalar, que al tratarse de un Procedimiento Administrativo Sancionador, se debe atender al principio de presunción de inocencia, por lo que correspondía a la autoridad acreditar los hechos constitutivos de la infracción, sin que pudiera trasladarse al elemento policial –hoy actor- la carga de demostrar su inocencia. Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio jurisprudencial que estable lo siguiente:
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.

Contradicción de tesis 200/2013. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 28 de enero de 2014. Mayoría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza; votaron en contra: Luis María Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Registro digital: 2006590. Instancia: Pleno. Décima Época. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: P./J. 43/2014 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, página 41. Tipo: Jurisprudencia.”
Al respecto, y en el caso en concreto, dicha exigencia se encuentra satisfecha, toda vez que la determinación de responsabilidad no deriva de la falta de prueba del actor, sino del conjunto de elementos recabados por la autoridad, particularmente de los informes institucionales emitidos por el propio Instituto Mexicano del Seguro Social, relacionados con las declaraciones, constancias y defensas existentes en el expediente.
No se óbice mencionar, que durante la sustanciación del presente juicio, a instancia de la propia parte actora, esta Sala requirió nuevamente al Instituto Mexicano del Seguro Social para que informara si el Certificado de Incapacidad Temporal para el Trabajo con número de Serie y Folio **********, de fecha **********, había sido expedido a favor de la parte actora -**********- por la supuesta doctora ********** en la Unidad de Medicina Familiar número 47, consultorio 32 .
Al respecto, el Instituto Mexicano del Seguro Social a través del Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos, informó que se realizó una búsqueda y cotejo del Folio ********** en la Consulta Histórica de Certificados de Incapacidad Temporal para el Trabajo (OCI) del Sistema Institucional de Subsidios (NSSA), sin que se localizara registro alguno correspondiente al Folio ********** ni evidencia documental que permitiera acreditar su expedición o emisión en el expediente clínico por parte del Instituto.
Así mismo, el propio Instituto señaló que sí fueron identificados otros certificados de incapacidad expedidos a nombre de la parte actora, y que se encuentran debidamente registrados en su plataforma institucional; sin embargo, dentro de dichos registros no se encontró el folio materia de controversia.
Es menester señalar, que en razón de ese mismo resultado, mediante acuerdo de primero de julio de dos mil veintiséis, esta Sala determinó que no había lugar a admitir las diversas pruebas de informe y ratificación vinculadas con dicho certificado, al haberse constatado que no existía registro institucional del folio cuestionado; determinación procesal, que por sí misma no constituye prueba de la irregularidad del documento; sino que ésta deriva de la información proporcionada por el Instituto Mexicano del Seguro Social.
A la luz de las anteriores consideraciones, se advierte que la autoridad demandada al emitir el acto impugnado -Resolución de fecha **********- señaló los fundamentos jurídicos aplicables, expresó las circunstancias y razones que condujeron a la determinación adoptada, realizó una valoración razonada de los elementos de convicción; por tanto, resultan ser infundados e inoperantes los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora, y toda vez que el accionante no logró demostrar la procedencia de su pretensión; a juicio de la suscrita Magistrada que integra esta Sala Unitaria, lo procedente es declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 217, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E
PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria de Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente reclamación.
SEGUNDO. La parte actora no acreditó su acción y en consecuencia se decreta la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, ello por las razones expuestas en esta sentencia. 
TERCERO. Notifíquese. 

Así lo resolvió y firma la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez quien actúa con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado Juan José García Morales.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.  
� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 


Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. 


En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.


� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio ; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
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